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121/000059	 Proyecto de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, para garantizar los derechos 
laborales de las personas dedicadas al reparto en el ámbito de 
plataformas digitales (procedente del Real Decreto-ley 9/2021, de 11 
de mayo).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la 
publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales del informe emitido por la Ponencia sobre el 
Proyecto de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, para garantizar los derechos laborales 
de las personas dedicadas al reparto en el ámbito de plataformas digitales (procedente del Real Decreto-
ley 9/2021, de 11 de mayo).

Palacio del Congreso de los Diputados, 29 de julio de 2021.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Comisión de Trabajo, Inclusión, Seguridad Social y Migraciones

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre el Proyecto de Ley por la que se modifica el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre, para garantizar los derechos laborales de las personas dedicadas al reparto en el 
ámbito de plataformas digitales (procedente del Real Decreto-ley 9/2021, de 11 de mayo), integrada por 
los Diputados D.ª María Mercè Perea i Conillas (GS), D.ª Elvira Ramón Utrabo (GS), D.ª María Dolores 
Narváez Bandera  (GS), D. Diego Movellán Lombilla (GP), D. Javier Bas Corugeira (GP), D.ª Macarena 
Olona Choclán (GVOX), D. Juan José Aizcorbe Torra (GVOX), D.ª Isabel Franco Carmona (GCUP-
EC-GC), D. Alberto Rodríguez Rodríguez (GCUP-EC-GC), D.ª Marta Rosique i Saltor (GR), D. Genís 
Boadella Esteve (GPlu), D.ª María Muñoz Vidal (GCs), D. Íñigo Barandiaran Benito (GV (EAJ-PNV)), D. 
Oskar Matute García de Jalón (GEH Bildu) y D. Albert Botran Pahissa (GMx), ha estudiado con todo 
detenimiento dicha iniciativa, así como las enmiendas presentadas, y en cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 113 del Reglamento eleva a la Comisión el siguiente:

INFORME

Se resuelve diferir al debate en Comisión el pronunciamiento sobre las enmiendas presentadas, con 
excepción de las enmiendas números 11 y 12, del Sr. Errejón Galván (G.P. Plural), que han sido 
formalmente retiradas.

A propuesta del Grupo Parlamentario Unidas Podemos-En Comú Podem-Galicia en Común se 
acuerda, por mayoría, con la abstención del Grupo Parlamentario VOX y el criterio contrario del Grupo 
Parlamentario Popular al pronunciamiento de la Ponencia, en este trámite, sobre esta cuestión, introducir 
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modificaciones de carácter técnico en la Exposición de Motivos, en los términos que se recogen en el texto 
que acompaña a este Informe.

También a propuesta del Grupo Parlamentario Unidas Podemos-En Comú Podem- Galicia en Común 
se resuelve, por mayoría, con la abstención de los Grupos Parlamentarios VOX y Ciudadanos y el criterio 
contrario del Grupo Parlamentario Popular al pronunciamiento de la Ponencia, en este trámite, sobre esta 
cuestión, modificar la disposición final segunda, de manera que la Ley pasaría a entrar en vigor el día 
siguiente al de su publicación, según se recoge en el texto que se acompaña.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de julio de 2021.—María Mercè Perea i Conillas, Elvira 
Ramón Utrabo, María Dolores Narváez Bandera, Diego Movellán Lombilla, Javier Bas Corugeira, 
Macarena Olona Choclán, Juan José Aizcorbe Torra, Isabel Franco Carmona, Alberto Rodríguez 
Rodríguez, Marta Rosique i Saltor, Genís Boadella Esteve, María Muñoz Vidal, Íñigo Barandiaran 
Benito, Oskar Matute García de Jalón y Albert Botran Pahissa, Diputados.

ANEXO

I

Las tecnologías de la información y la comunicación han tenido la virtualidad de transformar, en todo 
el mundo, las relaciones sociales, los hábitos de consumo y, con ello, han generado oportunidades de 
nuevas formas de negocio que giran, entre otros factores, en torno a la obtención y gestión de datos y a 
la oferta de servicios adaptados a esta nueva etapa.

Del mismo modo, los métodos de cálculo matemáticos o algoritmos se han aplicado a las relaciones 
de trabajo revolucionando la forma en que se prestan los servicios, optimizando recursos y resultados. 
Estos métodos presentan un fuerte potencial para contribuir a mejorar las condiciones de vida de las 
personas. Buena muestra de ello han sido los resultados de una digitalización forzada o acelerada a lo 
largo de la crisis sanitaria, habilitando servicios y atención sanitaria personalizados a distancia, permitiendo 
el mantenimiento de negocios a través de servicios en línea; o garantizando la continuidad de las 
prestaciones de trabajo a distancia.

La aplicación de estos medios tecnológicos ha introducido elementos novedosos en las relaciones 
laborales, cuyas ventajas son evidentes. Las ventajas y consecuencias positivas sobre las condiciones de 
trabajo de las personas trabajadoras son perfectamente compatibles con la finalidad del derecho del 
trabajo en su función reequilibradora de intereses, protectora de la parte más débil contractualmente o de 
gestión de los recursos humanos y mejora de la productividad de las empresas.

Esta es la fórmula de compatibilidad que garantiza que la revolución tecnológica aporte sus efectos 
positivos de forma equitativa y redunde en el progreso de la sociedad en la que se ha instalado. Un 
mercado de trabajo con derechos es garantía de una sociedad moderna, asentada en la cohesión social, 
que avanza democráticamente; un mercado centrado en las personas, que convierte a su tejido productivo 
en menos volátil y más resiliente ante los cambios.

A pesar de las enormes dificultades, especialmente las técnicas, que ha supuesto afrontar este reto, 
el diálogo social ha permitido que nuestro país avance de forma pionera en esta materia y lo haga de la 
mano de un diagnóstico y una solución compartida por los interlocutores sociales más representativos 
cuyas aportaciones han resultado decisivas. Esta Ley, por tanto, es fruto del Acuerdo adoptado, el 
pasado 10 de marzo de 2021, entre el Gobierno, CC.OO., UGT, CEOE y CEPYME, tras el trabajo 
desarrollado por la Mesa de Diálogo constituida, a tal efecto, el 28 de octubre de 2020.

II

La presente Ley cuenta con un artículo y dos disposiciones finales, cuya finalidad es la precisión del 
derecho de información de la representación de personas trabajadoras en el entorno laboral digitalizado, 
así como la regulación de la relación trabajo por cuenta ajena en el ámbito de las plataformas digitales de 
reparto.

El artículo único modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, en dos aspectos. En primer lugar, modifica el 
artículo 64, relativo a los derechos de información y consulta de la representación legal de las personas 
trabajadoras añadiendo un nuevo párrafo d) a su apartado 4, en el que se reconoce el derecho del comité 
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de empresa a ser informado por la empresa de los parámetros, reglas e instrucciones en los que se basan 
los algoritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones que pueden incidir 
en las condiciones de trabajo, el acceso y mantenimiento del empleo, incluida la elaboración de perfiles.

En segundo lugar, introduce una nueva disposición adicional sobre la presunción de laboralidad de las 
actividades de reparto o distribución de cualquier tipo de producto o mercancía, cuando la empresa ejerce 
sus facultades de organización, dirección y control, mediante la gestión algorítmica del servicio o de las 
condiciones de trabajo, a través de una plataforma digital. Dicha presunción no afecta a lo previsto en el 
artículo 1.3 del Estatuto de los Trabajadores.

La labor esencial realizada por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se encuentra en el origen 
de buena parte de las sentencias que han resuelto a favor o en contra de la laboralidad de las prestaciones 
de servicios en plataformas digitales de reparto y que han culminado con la STS 805/2020, de 25 de 
septiembre.

La nueva disposición adicional incorpora los criterios y parámetros establecidos por el Tribunal 
Supremo en dicha sentencia, primera dictada en unificación de doctrina, valiéndose para ello de la 
prevalencia del principio de realidad en el sentido señalado por sentencias precedentes, como la STS 
263/1986, de 26 de febrero de 1986, o STS de 20 de enero de 2015, recurso 587/2014, y en la que se 
destaca, asimismo, la necesidad de adaptar los requisitos de dependencia y ajenidad al contexto actual. 
En dicha sentencia se fundamenta lo siguiente:

«Desde la creación del derecho del trabajo hasta el momento actual hemos asistido a una evolución 
del requisito de dependencia-subordinación. La sentencia del TS de 11 de mayo de 1979 ya matizó dicha 
exigencia, explicando que “la dependencia no implica una subordinación absoluta, sino solo la inserción 
en el círculo rector, organizativo y disciplinario de la empresa”. En la sociedad postindustrial la nota de 
dependencia se ha flexibilizado. Las innovaciones tecnológicas han propiciado la instauración de sistemas 
de control digitalizados de la prestación de servicios. La existencia de una nueva realidad productiva 
obliga a adaptar las notas de dependencia y ajenidad a la realidad social del tiempo en que deben 
aplicarse las normas (artículo 3.1 del Código Civil) (FJ 7.º).»

Partiendo de esta máxima, el Alto Tribunal analizó la relación entre la plataforma de reparto demandada 
y el trabajador concernido por el recurso, reiterando, como ya lo había establecido en numerosas 
ocasiones con anterioridad (por todas, SSTS de 22 de abril de 1996, recurso 2613/1995; y de 3 de mayo 
de 2005, recurso 2606/2004), que las facultades empresariales de dirección, organización o control de la 
actividad y, en tal sentido, las notas de dependencia y ajenidad, pueden traducirse a la realidad de formas 
diferentes a las clásicas cuando la empleadora asume los riesgos de la operación y es beneficiaria de sus 
frutos, realizando una labor de coordinación, organización o control de la prestación u ostentando la 
potestad sancionadora, y ello aunque sus prerrogativas se manifiesten de forma indirecta o implícita, a 
través de la gestión algorítmica, de las condiciones de trabajo o del servicio prestado.

A través de una nueva disposición adicional vigesimotercera, y por acuerdo adoptado en la mesa del 
diálogo social, se traslada a la ley la jurisprudencia sobre esta materia, con el objetivo de que el Estatuto 
de los Trabajadores refleje estas nuevas realidades de forma clara.

De este modo, en el Estatuto de los Trabajadores se contempla que las facultades empresariales, a 
las que se refiere el artículo 20 de dicha norma, pueden ser ejercidas de numerosas maneras y, entre 
ellas, por medio de la gestión algorítmica del servicio o de las condiciones de trabajo a través de una 
plataforma digital, que son, por lo tanto, los activos clave y esenciales de la actividad. En consecuencia, 
la forma indirecta o implícita de ejercicio de las facultades empresariales abarca los supuestos en los que 
una cierta flexibilidad o libertad por parte de la persona trabajadora en la ejecución del trabajo sea solo 
aparente, por llevar en realidad aparejada consecuencias o repercusiones en el mantenimiento de su 
empleo, en su volumen o en el resto de sus condiciones de trabajo.

Asimismo, se refuerza, a través de la invocación explícita del artículo 8.1 del Estatuto de los 
Trabajadores, la importancia de valorar la naturaleza real del vínculo, el contenido de las prestaciones, y 
la configuración asimétrica y efectiva de las obligaciones asumidas en el acuerdo contractual, como un 
elemento necesario para garantizar el efecto útil y protector que corresponde al derecho laboral.

Los algoritmos merecen nuestra atención y análisis, por los cambios que están introduciendo en la 
gestión de los servicios y actividades empresariales, en todos los aspectos de las condiciones de trabajo 
y, sobre todo, porque dichas alteraciones se están dando de manera ajena al esquema tradicional de 
participación de las personas trabajadoras en la empresa. En este sentido, otra de las reflexiones 
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compartidas por la mesa de diálogo social consiste en señalar que no podemos ignorar la incidencia de 
las nuevas tecnologías en el ámbito laboral y la necesidad de que la legislación laboral tenga en cuenta 
esta repercusión tanto en los derechos colectivos e individuales de las personas trabajadoras como en la 
competencia entre las empresas.

La eficacia de la nueva disposición adicional vigesimotercera, basada, como se ha expuesto, en la 
valoración de la naturaleza real del vínculo, va a depender en gran medida de la información verificable 
que se tenga acerca del desarrollo de la actividad a través de plataformas, que debe permitir discernir si 
las condiciones de prestación de servicios manifestadas en una relación concreta encajan en la situación 
descrita por dicha disposición, siempre desde el mayor respeto a los secretos industrial y comercial de las 
empresas conforme a la normativa, que no se ven cuestionados por esta información sobre las derivadas 
laborales de los algoritmos u otras operaciones matemáticas al servicio de la organización empresarial.

Por último, se incluye una disposición final primera relativa al título competencial y una 
disposición final segunda relativa a la entrada en vigor. 

III

(Se suprime este apartado)

III (antes IV)

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en las materias de legislación laboral.

Artículo único.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo  2/2015, de 23 de octubre, queda modificado como sigue:

Uno.  Se introduce una nueva letra d) en el artículo 64.4, con la siguiente redacción:

«d)  Ser informado por la empresa de los parámetros, reglas e instrucciones en los que se 
basan los algoritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones que 
pueden incidir en las condiciones de trabajo, el acceso y mantenimiento del empleo, incluida la 
elaboración de perfiles.»

Dos.  Se introduce una nueva disposición adicional vigesimotercera, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigesimotercera.  Presunción de laboralidad en el ámbito de las plataformas 
digitales de reparto.

Por aplicación de lo establecido en el artículo 8.1, se presume incluida en el ámbito de esta ley 
la actividad de las personas que presten servicios retribuidos consistentes en el reparto o 
distribución de cualquier producto de consumo o mercancía, por parte de empleadoras que ejercen 
las facultades empresariales de organización, dirección y control de forma directa, indirecta o 
implícita, mediante la gestión algorítmica del servicio o de las condiciones de trabajo, a través de 
una plataforma digital.

Esta presunción no afecta a lo previsto en el artículo 1.3 de la presente norma.»

Disposición final primera.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». cv
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